MENDOZA,

NOTA N°152-L

A la

HONORABLE LEGISLATURA DE LA PROVINCIA

S                /               R

El reconocimiento de la dignidad inherente al ser humano conforma el fundamento de los derechos básicos que a todos y todas nos asisten por el sólo hecho de ser personas y, por ello, la garantía del respeto por la dignidad humana de quienes habitan el territorio mendocino debe fungir como parámetro en la determinación de políticas públicas que construyan una sociedad más inclusiva, democrática e igualitaria.

Conforme las exigencias del derecho internacional de los derechos humanos, es obligación de los Estados adoptar las medidas que resulten adecuadas y necesarias para asegurar el pleno respeto y garantía de los derechos humanos de sus habitantes. Obligaciones que, en el caso específico de las personas privadas de su libertad y atendiendo a la especial situación de vulnerabilidad en que las mismas se encuentran, adquieren una mayor significación, en tanto el estado se constituye en garante de todos aquellos derechos que no quedan restringidos por la privación de libertad en sí misma.

Particularmente, en nuestra Carta Magna el derecho a trabajar de todos/as los/as habitantes de la Nación se encuentra garantizado en su Artículo 14, que no diferencia entre personas libres y aquellas que se encuentran detenidas. En el mismo sentido, los tratados internacionales incorporados a la Constitución Nacional consagran ese derecho para todas las personas, sin distinción (Art.14 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, art. 23.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, arts. 6 y 7 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, cuyo Comité amplia en su Observación General Nº 18, aprobada el 24 de noviembre de 2005, destacando en el punto I. que “…el derecho al trabajo es esencial para la realización de otros derechos humanos y constituye una parte inseparable e inherente de la dignidad humana. Toda persona tiene el derecho a trabajar para poder vivir con dignidad. El derecho al trabajo sirve, al mismo tiempo, a la supervivencia del individuo y de su familia y contribuye también, en tanto que el trabajo es libremente escogido o aceptado, a su plena realización y a su reconocimiento en el seno de la comunidad…”, y en su apartado 31. señala que “…estas obligaciones fundamentales incluyen como mínimo los siguientes requisitos: a) Garantizar el derecho de acceso al empleo, en especial por lo que respecta a las personas y grupos desfavorecidos y marginados, de forma que ello les permita llevar una existencia digna; b) Evitar las medidas que tengan como resultado el aumento de la discriminación y del trato desigual en los sectores público y privado de las personas y grupos desfavorecidos y marginados o que debiliten los mecanismos de protección de dichas personas y grupos…”).

Así, según los estándares internacionales que regulan la materia, el derecho al trabajo es un derecho que debe ser asegurado a todas las personas privadas de su libertad, “a fin de promover la reforma, rehabilitación y readaptación social de los condenados, estimular e incentivar la cultura del trabajo, y combatir el ocio en los lugares de privación de libertad” (CIDH, Principios y Buenas Prácticas sobre la protección de las Personas Privadas de su Libertad en las Américas, 2008, Principio XIV).

De la misma forma, y a los fines de asegurar la plena satisfacción de este derecho, el Estado debe promover de manera progresiva el desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional y de garantizar el establecimiento de talleres laborales adecuados, “fomenta[ndo] la participación y cooperación de la sociedad y de la empresa privada” (énfasis agregado; CIDH, Principios y Buenas Prácticas sobre la protección de las Personas Privadas de su Libertad en las Américas, 2008, Principio XIV).

Ahora bien, la problemática de la pena privativa de libertad no alcanza tan sólo a la persona en contexto de encierro, sino que en la mayoría de los casos se extiende a su núcleo familiar; ello, en tanto la ejecución de la pena puede significar la pérdida de la principal fuente de ingresos económicos del grupo conviviente, o bien una parte de ellos.

Asimismo, para las personas privadas de libertad, el apoyo de sus familiares es esencial en muchos aspectos. Especialmente, a nivel emocional y sicológico, el mantenimiento del contacto familiar es tan importante para los/as reclusos/as que su ausencia se considera un factor objetivo que contribuye a incrementar el riesgo de que éstos/as recurran al suicidio. V. World Health Organization [WHO], Preventing Suicide in Jails and Prisons, update 2007, p. 16, disponible en: http://www.who.int/mental_health/prevention/suicide/resource_jails_prision.pdf.

Tampoco podemos soslayar la situación en la que se encuentran quienes recuperan la libertad, puesto que la posibilidad de inclusión laboral en estos casos parece una utopía frente a la carga estigmatizante que reporta el denominado “certificado de buena conducta” o de “antecedentes penales”. Lo anterior aún cuando resulta discutible su validez, a la luz del derecho constitucional de los derechos humanos.

En suma, quien oportunamente fue condenado/a y ha cumplido con la pena impuesta o anticipadamente obtuvo su libertad, se ve impedido/a de demostrar ante la sociedad, sus familiares y a sí mismos/as, el camino de resocialización emprendido a partir del progreso en las sucesivas etapas del tratamiento penitenciario.

Es retórica absoluta proclamar la reinserción social de las personas privadas de libertad como fin de la pena, si quienes acceden a la libertad no tienen posibilidad alguna de procurarse su sustento y el de su familia, cerrándosele todas las puertas y sufriendo una fuerte estigmatización que acrecienta su vulnerabilidad, empujándolo/a nuevamente a la marginalidad.

Por las razones expuestas, se remite a consideración del Honorable Cuerpo Legislativo el presente proyecto de ley, que pretende erigirse en una herramienta concreta en la integración de procesos evolutivos destinados a promover la resocialización e inclusión laboral de quienes se encuentran en conflicto con la ley penal, así como de su núcleo familiar conviviente.

También se incluye como destinatarios/as de la norma, a los y las tuteladas por la Dirección de Promoción de los Liberados (personas que han accedido judicialmente al cumplimiento de pena bajo alguna modalidad extramuros: prisión domiciliaria, semilibertad, libertad condicional o libertad asistida); así como a sujetos que han recuperado su libertad y por un máximo de 2 años a contar desde el efectivo cumplimiento de la pena.

En tal sentido, se pretende lograr una real inserción de los/as liberados/as en aras de reducir los altos niveles de reiterancia que se evidencian en el sistema penitenciario provincial. En efecto, conforme las estadísticas sobre ejecución de la pena (SNEEP, 2011), el 47% de las personas que se encuentran privadas de libertad en nuestra provincia son reincidentes múltiples (2.7%), reincidentes (20.6%) o reiterantes (23.7%) en la comisión de hechos ilícitos.

Un estudio realizado en 1997 por Saylor & Gaes, con una muestra de sujetos que trabajaron durante su permanencia en la cárcel o recibieron apoyo vocacional, mostró una disminución de 24% en la probabilidad de reincidir en comparación al grupo de control que no había recibido estos beneficios. Por otra parte, se han desarrollado diversos estudios acerca del efecto de la calidad del trabajo y la conducta delictual. Estudios longitudinales han mostrado que el empleo de alta calidad influye positivamente en la prevención de la conducta delictual (Uggen & Staff, 2001) y que los infractores que participan de este tipo de empleos muestran menor tendencia a reincidir (Droppelmann R., Catalina, “Elementos clave en la rehabilitación y reinserción de infractores de ley en Chile”, en Conceptos, Nº14, Marzo de 2010; p. 11).

A su vez, el 48.37% de la población carcelaria guarda relación con procesos penales vinculados a delitos contra la propiedad (en mayor medida, robo y/o tentativa de robo). El modo como el sistema de la justicia criminal interviene sobre este limitado sector de la violencia "construido" con el concepto de criminalidad, es estructuralmente selectivo. Esta es una característica de todos los sistemas penales. La sociología jurídico- penal y la experiencia cotidiana demuestran que el sistema punitivo dirige su acción principalmente hacia las infracciones de la parte más débil y marginal de la población; mientras que los grupos poderosos de la sociedad están en capacidad de imponer al sistema la casi completa impunidad de las propias acciones criminales.

Por su parte, distintos trabajos de campo efectuados acerca de la composición de las poblaciones carcelarias señalan el aspecto socioeconómico como relevante, subrayando la situación de pobreza como factor de mayor vulnerabilidad.

Desde sus inicios, la institución carcelaria moderna ha sido una institución disciplinadora de los grupos marginados de la sociedad. También hoy la mayor parte de la población carcelaria es reclutada entre los sectores más vulnerables y marginados de la población. De hecho, para la mayor parte de sus clientes, la marginación carcelaria es una forma "secundaria" de marginación que sigue a la marginación "primaria" debida sobre todo a su ubicación marginada en el mercado de trabajo.

En palabras de Alessandro Baratta, “…la marginación criminal revela el carácter “impuro” de la acumulación capitalista, que implica necesariamente los mecanismos económicos y políticos del parasitismo y de la renta. La esperanza de socializar mediante el trabajo a sectores de marginación criminal entra en colisión con la lógica de acumulación capitalista, que necesita mantener en pie a sectores marginales del sistema y a mecanismos de renta y parasitismo. Es imposible, en suma, afrontar el problema de la marginación criminal sin influir en la estructura de una sociedad capitalista que requiere de desocupados, que requiere por motivos ideológicos y económicos, de una marginación criminal…” (Alessandro Baratta, Criminología Crítica y crítica del Derecho Penal, Ed. Siglo Veintiuno, Pág. 201).

En definitiva, la mayoría de quienes resultarían beneficiarios del programa de inclusión laboral que este proyecto legislativo propone no han tenido nunca acceso al empleo, formal ni informal, ni al crédito o a la vivienda; entre otras carencias. A esto se suma que la experiencia comparada indica que el proceso de reinserción social de las personas que han sufrido el deterioro que causa la privación de libertad, es extremadamente complejo.

Finalmente, se considera oportuno ponderar la actitud del sector empleador que se involucra en el desarrollo de tales procesos, reconociendo ciertos beneficios y oportunidades de tipo fiscal para los mismos, en miras a lograr un efecto multiplicador en la conducta incentivada. El enfoque territorial y la idea de necesaria cooperación intersectorial e interinstitucional constituyen elementos estructurales de la propuesta que aquí se desarrolla. Se dispone, además, que el Estado y las empresas prestadoras de servicios públicos priorizarán en sus compras de bienes y servicios a las compañías que tomen liberados.

Es que la promoción de este tipo de iniciativas debe partir de la idea de que el principal incentivo para la participación privada es el lucro. Asimismo, es preciso identificar y eliminar las barreras que dificultan la participación de los privados, por ejemplo que la persona reclusa en general es mano de obra poco calificada y sin hábitos laborales por lo que requiere importantes períodos de adaptación y se traduce en mayores costos para el inversionista (el 65% de las personas alojadas en establecimientos penitenciarios de la provincia manifiesta la carencia de una relación de empleo formal, e incluso informal, al momento de su ingreso; en tanto, un 54% admite no haber tenido oficio o profesión jamás. Cfr. SNEEP, 2011).

El Estado debe promover entonces acciones positivas tendientes a garantizar la igualdad de oportunidades, procurando la socialización de quienes sufrieron penas privativas de la libertad. A tal fin, la política penitenciaria provincial atiende al desarrollo de actividades concretas orientadas a incrementar los índices del nivel educativo de la población penal e incorporar al mercado laboral a quienes han permanecido históricamente en la marginalidad, así como a la prestación de servicios de apoyo al tránsito entre la cárcel y la libertad.

Finalmente, la implementación de la nueva normativa será monitoreada por un equipo de trabajo especial, quien deberá construir indicadores variados que permitan un exhaustivo control de resultados, la evaluación periódica y eventuales modificaciones necesarias a los fines de la ley. Se tiene en cuenta, además, la conveniencia de la participación legislativa, así como de la sociedad civil.

Consecuentemente con lo expuesto y en aras de construir una política pública adecuada y consistente con los derechos humanos de los y las que habitan tanto adentro como afuera del sistema carcelario nuestra Provincia, en el entendimiento de que “el trabajo” es un eje prioritario, considerando que la privación de libertad no genera, por sí sola, las condiciones suficientes para cumplir la reinserción social de quien haya cometido un delito y que la habilitación-rehabilitación social sólo puede perseguirse en base a una política sostenida de formación, capacitación y empleo en el marco de un tratamiento progresivo, solicito respetuosamente la aprobación del presente proyecto de ley.

Dios Guarde a V. H.

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE MENDOZA

SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:

PROYECTO DE LEY PARA LA INCLUSIÓN LABORAL DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD, TUTELADOS/AS Y FAMILIARES DE PERSONAS EN CONFLICTO CON LA LEY PENAL

Artículo 1°: Las personas físicas o jurídicas que empleen a sujetos privados de libertad en Complejos o Unidades Penitenciarias de la Provincia de Mendoza, liberados o tutelados en los términos del artículo 2 de la Ley Nº 7.503 y modif., jóvenes mayores de 18 años que hubieren recuperado su libertad en el Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil (conforme Ley Nacional nº 22.278 y modif. y Ley provincial nº 6.354 y modif.), y/o familiares de cualquiera de los anteriores, tendrán derecho a computar una parte de los salarios abonados como pago a cuenta mensual del impuesto a los Ingresos Brutos que les corresponda tributar, en las condiciones y conforme los requisitos establecidos en la presente Ley y la reglamentación que se dicte a tal efecto.

En cuanto a los liberados cumplidos a los que se refiere el artículo 2 de la Ley Nº 7.503 y a los jóvenes externados del S.R.P.J., la relación de empleo deberá formalizarse en un plazo no mayor a los dos años desde que la privación de libertad hubiere cesado efectivamente.

La reglamentación correspondiente determinará qué debe entenderse por familiares, a los fines de la presente ley.

Artículo 2°: El pago a cuenta se determinará aplicando un treinta y cinco (35%) sobre el importe del salario mínimo vital y móvil en relación al/los trabajador/es privados de libertad, y de un cuarenta y cinco (45%) cuando se trate de liberados o tutelados y/o familiares en cualquier caso.

Artículo 3°: El monto a deducir no podrá sobrepasar el cincuenta por ciento (50%) del impuesto determinado para el período que se liquida, ni tampoco originará saldos a favor del contribuyente.

Artículo 4°: Los contribuyentes que accedan a los beneficios de esta ley deberán acreditar que no registran deudas por ningún concepto con ATM o cualquier repartición del Estado Provincial, o que las mismas se encuentran regularizadas en planes de pagos vigentes. Asimismo, deberán acreditar el cumplimiento de los demás requisitos que establezca la reglamentación respectiva.

Artículo 5º: El Estado Provincial, sus organismos descentralizados y las empresas del Estado priorizarán, de acuerdo a la forma que establezca la reglamentación, la adquisición de bienes y contratación de obras y/o servicios de aquellas personas físicas o jurídicas que empleen tutelados o liberados; siempre que lo previsto adquirir se ajuste al precio, condiciones y demás características de los bienes producidos por ellas y las prestaciones que efectúen sean equivalentes con las vigentes en plaza, situaciones éstas que deberán ser fehacientemente acreditadas.

Artículo 6°: La presente ley deberá ser reglamentada en el plazo de ciento veinte (120) días corridos contados a partir de su promulgación y entrará en vigencia junto con la reglamentación.

Artículo 7º: Invítese a los Municipios a dictar normas de igual tenor y efecto, tomando en consideración las particularidades del régimen municipal.

Artículo 8º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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